
          
 

CONSELL JURÍDIC CONSULTIU 
DE LA 

COMUNITAT VALENCIANA 
 
 

 
Dictamen        376/2026 
Expediente      305/2026 

 
 

 
 
 Hble. Sr.: 

 
 

 El Pleno del Consell Jurídic Consultiu de 

la Comunitat Valenciana, en sesión 

celebrada el día 20 de mayo de 2026, bajo la 

Presidencia de la Hble. Sra. D.ª Margarita 

Soler Sánchez, y con la asistencia de los 

señores y las señoras que al margen se 

expresan emitió, por unanimidad, el 

siguiente dictamen: 

 

 
 

De conformidad con las comunicaciones de V.H., de 30 de abril de 2026 

(Registro de entrada de 30 de abril del mismo año), el Pleno del Consell Jurídic 
Consultiu de la Comunitat Valenciana ha examinado el procedimiento 
instruido por la Vicepresidencia Tercera y Conselleria de Medio Ambiente, 

Infraestructuras, Territorio y de la Recuperación, relativo al proyecto de 
orden, de la Vicepresidencia Tercera y Conselleria de Medio Ambiente, 

Infraestructuras, Territorio y de la Recuperación, por la que se deroga la 
Orden 9/2022, de 21 de junio, de la Conselleria de Agricultura, Desarrollo 
Rural, Emergencia Climática y Transición Ecológica, por la cual se aprueban 

las bases reguladoras para la concesión de ayudas para el control de 
vegetación natural mediante aprovechamiento ganadero extensivo en zonas 
estratégicas ligadas a la prevención de incendios.  
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D.ª Fernanda María Lapresta Gascón 
 
Secretari General 
Ilmo. Sr. 
D. Joan Tamarit i Palacios 
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I 
ANTECEDENTES 

 
 

Del examen del expediente administrativo remitido se desprende lo 
siguiente: 

 

Primero.- Solicitud de dictamen 
 

En fecha 30 de abril de 2026, la Subsecretaria de la Vicepresidencia 
Tercera y Conselleria de Medio Ambiente, Infraestructuras, Territorio y de la 
Recuperación, por delegación de la persona titular de esta última, remitió a 

este Consell Jurídic Consultiu (Registro de entrada de 30 de abril del mismo 
año), con carácter de urgencia, el expediente correspondiente al proyecto de 
orden de la Vicepresidencia Tercera y Conselleria de Medio Ambiente, 

Infraestructuras, Territorio y de la Recuperación, por la que se deroga la 
Orden 9/2022, de 21 de junio, de la Conselleria de Agricultura, Desarrollo 

Rural, Emergencia Climática y Transición Ecológica, por la cual se aprueban 
las bases reguladoras para la concesión de ayudas para el control de 
vegetación natural mediante aprovechamiento ganadero extensivo en zonas 

estratégicas ligadas a la prevención de incendios (en lo sucesivo, el “proyecto 
de orden”) solicitándose el preceptivo dictamen de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 10.4 de la Ley 10/1994, de 19 de diciembre, de 
creación del Consell Jurídic Consultiu de la Comunitat Valenciana. 

 

Segundo.- Documentación remitida  
 
El expediente remitido por la autoridad consultante está integrado por 

los siguientes:  
 

1.  Versión final del texto del proyecto de orden.  
 
2. Resolución de 17 de marzo de 2026, del titular de la Vicepresidencia 

Tercera y Conselleria de Medio Ambiente, Infraestructuras, Territorio y de la 
Recuperación, de inicio del procedimiento de elaboración y aprobación del 
proyecto de orden.  

 
3. Memoria de Análisis de Impacto Normativo.  

 
4. Informe jurídico de la Abogacía de la Generalitat, de fecha 27 de abril 

de 2026.  

 
5. Informe de contestación al informe jurídico de la Abogacía de la 

Generalitat, emitido por el director general de Prevención de Incendios 
Forestales, de fecha 28 de abril de 2026.  
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6. Informe de no necesidad de trámite de alegaciones a Presidencia y 
otras Consellerias, emitido por el director general de Prevención de Incendios 

Forestales, de fecha 28 de abril de 2026.  
 

7. Informe de simplificación administrativa, emitido por el director 
general de Simplificación Administrativa, de fecha 27 de abril de 2026.  

 

8. Informe de la Delegación de Protección de Datos de la Generalitat, de 
fecha 27 de abril de 2026.  

 
9. Anuncio por el que se somete al trámite de audiencia e información 

pública el proyecto de orden, publicado en el DOGV núm. 10353, de fecha 30 

de abril de 2026.  
 
Tercero.- Petición de documentación  

 
Examinada la documentación remitida por la Administración 

autonómica, este Órgano consultivo advirtió que el expediente se encontraba 
incompleto, habida cuenta de que existían algunos trámites que no se habían 
efectuado, a saber: el trámite de audiencia e información pública (en curso en 

el momento en que se había formulado la petición de dictamen), la emisión de 
los correspondientes informes preceptivos (el de Intervención) y la remisión 

del proyecto de orden en su versión definitiva (para el caso de haberse 
introducido alguna modificación en el texto a propósito de los trámites que 
aún restaban por efectuar). Por ello, en fecha 5 de mayo de 2026 se solicitó, 

con suspensión del plazo para la emisión del dictamen, que la autoridad 
consultante completase el expediente en el sentido antes indicado.  

 

A propósito de lo anterior, la Administración autonómica remitió en 
fecha 11 de mayo de 2026 la documentación solicitada, esto es, el informe 

sobre la audiencia ciudadana, emitido por el director general de Prevención 
de Incendios Forestales, de fecha 11 de mayo de 2026, y un informe sobre la 
no preceptividad del informe de Intervención Delegada, suscrito por el director 

general de Prevención de Incendios Forestales.  
 
Y en este estado del procedimiento se remitió el expediente a este 

Consell Jurídic Consultiu para su dictamen. 
 

 
II 

CONSIDERACIONES 

 
Primera.- Carácter jurídico del dictamen  

 
1. La autoridad consultante ha instado el dictamen con carácter 

preceptivo, al amparo de lo dispuesto en el artículo 10.4 de la ya citada Ley 
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de la Generalitat 10/1994, de 19 de diciembre, de Creación del Consell Jurídic 
Consultiu de la Comunitat Valenciana. Según prevé este precepto, el Consell 

Jurídic Consultiu deberá ser consultado preceptivamente en los supuestos de 
“Proyectos de reglamentos o disposiciones de carácter general que se dicten en 
ejecución de leyes y sus modificaciones”.  

 

Por su parte, el artículo 165.1 de la Ley 1/2015, de 6 de febrero, de 
Hacienda Pública, del Sector Público Instrumental y de Subvenciones (Ley 
1/2015, de 6 de febrero) establece que “Cuando las bases reguladoras prevean 
un contenido normativo que desarrolle o complemente una ley sectorial o norma 
comunitaria tendrán naturaleza de disposición normativa de carácter general y 

serán aprobadas mediante orden de la persona titular de la conselleria 
competente por razón de la materia”.  

 

Debe consignarse, no obstante, que este último precepto ha sido objeto 
de distintas modificaciones desde su entrada en vigor, de tal modo que su 

redacción no se ha mantenido constante en el tiempo. Así, en un primer 
momento el artículo establecía que las bases reguladoras se aprobarían “de 
acuerdo con el procedimiento previsto para la elaboración de disposiciones de 
carácter general”. Posteriormente, con el artículo 18 de la Ley 21/2017, de 28 
de diciembre, de medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera, y de 

organización de la Generalitat, se removió la referencia al procedimiento de 
elaboración de las disposiciones de carácter general. Y, en último lugar, la Ley 
6/2024, de 5 de diciembre, de simplificación administrativa le ha dado una 

nueva redacción en los términos antes mencionados.  
 

De forma análoga, el artículo 160. 2, b) de la Ley 1/2015, de 6 de 
febrero, relativo a las competencias de las personas titulares de las 
consellerias, también ha sufrido cambios en lo que al carácter de las bases 

reguladoras se refiere. Así, en su redacción original el precepto no se 
pronunciaba sobre el carácter de las bases. Sin embargo, el Decreto-ley 

6/2021, de 1 de abril, del Consell, de medidas urgentes en materia 
económico-administrativa para la ejecución de actuaciones financiadas por 
instrumentos europeos para apoyar la recuperación de la crisis consecuencia 

de la Covid-19, señaló de forma expresa que las bases reguladoras “no tendrán 
la consideración de disposiciones de carácter general”. Especificación que el 

Decreto-ley 1/2022, de 22 de abril, del Consell, de medidas urgentes en 
respuesta a la emergencia energética y económica originada en la Comunitat 
Valenciana por la guerra en Ucrania, removió, y que la Ley 6/2024, de 5 de 

diciembre, no ha modificado.  
 

En el caso objeto de consulta, el proyecto de orden pretende derogar la 
Orden 9/2022, de 21 de junio, de la Conselleria de Agricultura, Desarrollo 
Rural, Emergencia Climática y Transición Ecológica, por la cual se aprueban 

las bases reguladoras para la concesión de ayudas para el control de 
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vegetación natural mediante aprovechamiento ganadero extensivo en zonas 
estratégicas ligadas a la prevención de incendios forestales.  

 
Esta orden fue aprobada como disposición de carácter general. Sin 

embargo, no consta que en su momento fuese dictaminada por este Órgano 
consultivo.  

 

En cualquier caso, la doctrina de este Consell Jurídic Consultiu en 
cuestiones relacionadas con normativa derogatoria en materia de 

subvenciones (por todos, el Dictamen 411/2025, de 28 de mayo), es la de 
afirmar la preceptividad de nuestro dictamen en los supuestos en los que la 
norma derogada tiene el carácter de disposición general.  

 
2. En cuanto al carácter urgente del Dictamen, expresa el artículo 14.2 

de la Ley 10/1994, de Creación de esta Institución que: “Cuando en el escrito 
de remisión de los expedientes se haga constar la urgencia del dictamen, el 
plazo máximo para su emisión será de diez días”.  

 
Y el artículo 76.1 del Decreto 37/2019, de 15 de marzo, del Consell, por 

el que se aprueba el Reglamento del Consell Jurídic Consultiu de la 
Comunitat Valenciana, dice que “Cuando en el escrito de remisión de los 
expedientes se haga constar la urgencia del dictamen y se motive esta, el plazo 
máximo para su emisión será de diez días hábiles”. 

 

En consecuencia, cualquier solicitud de dictamen que se curse con 
carácter de urgencia requiere de motivación. En el presente caso, la petición 
de dictamen se limita a señalar la urgencia del dictamen, pero sin aportar 

ningún motivo que la justifique. De ahí que debamos advertir la falta de 
motivación en cuanto a la emisión del dictamen con carácter de urgencia.  

 
Segunda.- Contenido y finalidad de la orden proyectada 
 

1. Como se indica en el preámbulo, la finalidad de este proyecto de 
orden es derogar la Orden 9/2022, de 21 de junio, de la Conselleria de 
Agricultura, Desarrollo Rural, Emergencia Climática y Transición Ecológica, 

por la cual se aprueban las bases reguladoras para la concesión de ayudas 
para el control de vegetación natural mediante aprovechamiento ganadero 

extensivo en zonas estratégicas ligadas a la prevención de incendios. Las 
razones que justifican su tramitación y aprobación son, entre otras, las 
siguiente: 

 
“De conformidad con la nueva redacción dada por el Decreto-ley 

14/2025, de 26 de diciembre, del Consell, de medidas urgentes frente a la 
hiperregulación, la agilización de procedimientos y la garantía de la unidad de 
mercado, al apartado e) del artículo 164 de la Ley 1/2015, de 6 de febrero, de 
hacienda pública, del sector público instrumental y de subvenciones; mediante 
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la cual se posibilita la aprobación conjunta de las bases y la convocatoria 
cuando las bases tengan naturaleza de acto administrativo en la tramitación 
de subvenciones en régimen de concurrencia competitiva, se ha concluido que 
es necesario derogar previamente la Orden 9/2022, de 21 de junio, de la 
Conselleria de Agricultura, Desarrollo Rural, Emergencia Climática y Transición 
Ecológica, por la cual se aprueban las bases reguladoras para la concesión de 
ayudas para el control de vegetación natural mediante aprovechamiento 
ganadero extensivo en zonas estratégicas ligadas a la prevención de incendios, 
a fin de que la Dirección General de Prevención de Incendios Forestales, como 
centro gestor, pueda iniciar el procedimiento para aprobar, mediante resolución, 
las nuevas bases reguladoras y la correspondiente convocatoria de manera 
conjunta, en los términos permitidos por la Ley 1/2015.  

 
De acuerdo con el principio de inderogabilidad singular, recogido en el 

artículo 37 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento 
administrativo común, las resoluciones administrativas de carácter particular 
no podrán vulnerar lo establecido en una disposición de carácter general, 
aunque aquéllas procedan de un órgano de igual o superior jerarquía al que 
dictó la disposición general. Por ello, una orden de bases no podrá ser 
modificada o derogada mediante bases reguladoras aprobadas como actos 
administrativos, es decir, por resolución. 

  
Por tanto, considerándose necesario proceder a la derogación de la 

Orden, a fin de poder aprobar la nueva resolución de bases y convocatoria 
conjuntamente, se debe aprobar la presente orden derogatoria a través de una 
disposición de carácter general con la tramitación que esta conlleva.”  

 

2. En cuanto al instrumento normativo empleado –orden de la persona 
titular de la conselleria competente por razón de la materia– entendemos que 
es correcto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 160.2, b) y 165.1 

de la Ley 1/2015, de 6 de febrero y los artículos 32.4 y 37 de la Ley 5/1983, 
de 30 de diciembre, del Consell (Ley del Consell).  

 

Esta orden se propone, además, por la persona titular de la 
Vicepresidencia Tercera y Conselleria de Medio Ambiente, Infraestructuras, 

Territorio y de la Recuperación, órgano competente por razón de las materias 
asignadas por el Decreto 16/2025, de 3 de diciembre, del President de la 
Generalitat, por el que se determinan el número y la denominación de las 

consellerias, y sus competencias; y el Decreto 186/2025, de 5 de diciembre, 
del Consell, por el que establece la estructura orgánica básica de la 
Presidencia y de las consellerias de la Generalitat.  

 
Por todo ello, concluimos que la Generalitat y, en concreto, la persona 

titula de la Vicepresidencia Tercera y Conselleria de Medio Ambiente, 
Infraestructuras, Territorio y de la Recuperación, de acuerdo con lo expuesto 
previamente y en ejercicio de la potestad reglamentaria que tiene reconocida 



 7 

ex artículos 32.4 y 37 de la Ley del Consell, resulta competente para aprobar 

este proyecto de orden. De igual modo, resulta adecuado el instrumento 
normativo formalmente empleado.  
 

Tercera.- Procedimiento de elaboración del proyecto de orden  
 
La elaboración y la tramitación de este proyecto de orden se ajustó, con 

carácter general, al cauce y a los trámites que se establecen en el artículo 43 
de la Ley del Consell que se desarrollaron y completaron por medio del Decreto 

24/2009, de 13 de febrero, del Consell, de 13 de febrero, sobre la forma, la 
estructura y el procedimiento de elaboración de los proyectos normativos de 
la Generalitat (Decreto 24/2009, de 13 de febrero), así como a lo previsto, con 

carácter básico, en los artículos 127 a 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 

(LPACAP). Todo ello, sin perjuicio de las especialidades previstas en la Ley 
1/2015, de 6 de febrero, relativas a las bases reguladoras de la concesión de 
subvenciones.  

 
De los trámites realizados conviene, en particular, mencionar los 

siguientes: 

 
1. El procedimiento se inició mediante Resolución 17 de marzo de 2026, 

del titular de la Vicepresidencia Tercera y Conselleria de Medio Ambiente, 
Infraestructuras, Territorio y de la Recuperación, de inicio del procedimiento 
de elaboración y aprobación del proyecto de orden y, por consiguiente, 

conforme a lo dispuesto en el artículo 39.1 del Decreto 24/2009, de 13 de 
febrero. En dicha resolución se encomendaba la tramitación de la norma 

proyectada, mediante la realización e impulso de los trámites necesarios para 
su aprobación, a la Dirección General de Prevención de Incendios Forestales.  

 

Igualmente, en la resolución de inicio consta que la tramitación del 
procedimiento tiene carácter de urgencia, en aplicación de lo dispuesto en el 
artículo 33 de la LPACAP, que dice: “Cuando razones de interés público lo 
aconsejen, se podrá acordar, de oficio o a petición del interesado, la aplicación 
al procedimiento de la tramitación de urgencia, por la cual se reducirán a la 
mitad los plazos establecidos para el procedimiento ordinario, salvo los 
relativos a la presentación de solicitudes y recursos”.   

 
En línea con lo expuesto en la consideración primera de este dictamen, 

debemos poner de manifiesto la falta de motivación de la declaración de 

urgencia. Conviene recordar a este respecto que el artículo 35.1 de la LPACAP 
dice expresamente que “Serán motivados, con sucinta referencia de hechos y 
fundamentos de derecho: (…) e) Los acuerdos de aplicación de la tramitación 
de urgencia (…)”. Esta previsión, junto con la explícita referencia a la 
concurrencia de “razones de interés público”, hace que la aplicación de este 

trámite de urgencia –de índole excepcional– por parte de la Administración 
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requiera de su correspondiente justificación. Por ello, se advierte la existencia 
de un defecto de carácter formal, si bien no invalidante.  

 
2. Se ha incorporado al expediente la Memoria de Análisis del Impacto 

Normativo (MAIN) relativa al proyecto normativo objeto de consulta, prevista 
en el artículo 10 de la Ley 6/2024, de 5 de diciembre, de simplificación 
administrativa, y en los artículos 30 a 33 del Decreto 54/2025, de 15 de abril, 

del Consell, de simplificación administrativa y transformación digital. Con 
arreglo a la disposición final sexta de esta ley, el legislador difiere la entrada 

en vigor del citado precepto junto con los artículos 61 y 66, al día siguiente al 
de la publicación en el “Diari Oficial de la Generalitat Valenciana” del acuerdo 
por el que apruebe la Guía metodológica para la elaboración de la MAIN. Dado 

que esta última se publicó el día 25 de febrero de 2026 en el DOGV y el 
procedimiento para la elaboración y tramitación de este proyecto de orden se 

inició el 17 de marzo de 2026, resulta plenamente aplicable a este.  
 
En cuanto a su contenido, la MAIN cumple con lo dispuesto en el 

artículo 10.2 de la Ley 6/2024, de 5 de diciembre.  
 
3. La participación de los ciudadanos en el procedimiento de 

elaboración de normas con rango de reglamento se ajusta a dos momentos 
distintos, tal y como se recoge en el artículo 133 de la LPACAP. 

 
Por un lado, el trámite de consulta pública previa, previsto tanto en el 

apartado 1 del citado artículo 133 de la LPACAP, como en los artículos 14 y 

15 de la Ley 4/2023, de 13 de abril. Este trámite no se ha realizado, dado que 
se ha tramitado el proyecto normativo mediante la vía de urgencia ex artículo 

33 de la LPACAP. Así consta justificado en el apartado 2 de la MAIN. A este 
respecto, cabe recordar que el artículo 14.2, párrafo 2º de la Ley 4/2023, de 
13 de abril, prevé la posibilidad de prescindir de la fase de consulta pública, 

entre otros casos, cuando nos encontremos en procedimientos declarados de 
urgencia.  

 
Por otro lado, el artículo 133.2 de la LPACAP y los artículos 14 y 16 de 

la Ley 4/2023, de 13 de abril, prevén la realización de un trámite de audiencia 

e información pública. Consta realizado este trámite, tal y como se refleja en 
el anuncio publicado en el DOGV núm. 10353, de fecha 30 de abril de 2026, 
en el que se informaba de la tramitación del proyecto de orden, el cual pudo 

consultarse en el Portal de Participación ciudadana de la Generalitat GVA 
Participa.  

 
Conforme se indica en el informe sobre la audiencia ciudadana, emitido 

por el director general de Prevención de Incendios Forestales, de fecha 11 de 

mayo de 2026, la consulta estuvo activa desde el 1 hasta el 10 de mayo de 
2026 en el portal de participación ciudadana GVA Participa. Durante este 
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periodo no se han recibido observaciones o aportaciones por parte de la 
ciudadanía.  

 
4. Se ha emitido informe sobre la necesidad y oportunidad del proyecto 

de orden y la correspondiente memoria económica, tal y como dispone el 
artículo 43.1, a) de la Ley del Consell y el artículo 39.2 del Decreto 24/2009, 
de 13 de febrero. En cuanto al primero, su contenido ya ha sido expuesto en 

parte en la consideración segunda de este Dictamen. Y, en lo que se refiere a 
la memoria económica, los apartados 6 y 7 de la MAIN señalan que el proyecto 

de orden carece de impacto económico y presupuestario.  
 
De conformidad con el artículo 26.3 de la Ley 1/2015, de 6 de febrero, 

“cuando de la memoria económica se desprenda que su aplicación no comporta 
gasto no será necesario solicitar el informe citado en el apartado 1, siempre 
que, en el texto que se someta a aprobación o autorización, se incluya, a través 
de la incorporación de un apartado, artículo, disposición o cláusula específica, 
una referencia expresa a la no incidencia presupuestaria de la actuación en 
cuestión”.  

 

A este respecto, se ha incorporado al proyecto de orden una disposición 
adicional sobre la ausencia de incidencia presupuestaria.  

 

5. Durante la tramitación del procedimiento, se recabarán todos 
aquellos informes que se consideren necesarios, tal y como dispone 
expresamente los artículos 43.1, d) y 53.1 de la Ley del Consell. 

  
A propósito de lo anterior, consta en la MAIN una referencia expresa al 

impacto de género del proyecto de orden, por lo que se da cumplimiento a lo 
previsto en el artículo 4 bis de la Ley 9/2003, de 2 de abril, de la Generalitat, 
para la igualdad entre mujeres y hombres. También consta el impacto en la 

familia, la infancia y la adolescencia, en cumplimiento de lo establecido en el 
artículo 22 quinquies de la Ley Orgánica 1/1996, de Protección del Menor y 

en la disposición adicional décima de la Ley 40/2003, de Protección de las 
Familias Numerosas. Estas valoraciones sobre el impacto del proyecto 
normativo han sido efectuadas por la dirección general de Prevención de 

Incendios Forestales.  
 
En relación con los informes sobre impacto por razón de género, en la 

infancia, la adolescencia y la familia, como ya ha declarado reiteradamente 
este Consell en anteriores dictámenes sobre proyectos normativos, deberían 

haber sido emitido por los órganos de la Administración especializados y 
competentes en la materia (Dictámenes 569/2016, 773/2016 y 567/2021, 
entre otros).  

 
Por otro lado, para que los informes de impacto resulten efectivos tienen 

que contener una serie de datos que permitan el análisis sobre la situación 
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en el ámbito en el que la norma desplegará sus efectos. Reunida esta 
información se podría determinar si la norma de referencia tiene impacto 

positivo o negativo para, en caso de impacto negativo, adoptar las medidas 
pertinentes en el ámbito de la norma proyectada (Dictamen 383/2017, por 

todos). 
 
Asimismo, consta informe favorable de simplificación administrativa 

emitido por el director general de Simplificación Administrativa, de fecha 27 
de abril de 2026.  

 
En último lugar, consta informe de no afectación al ámbito 

competencial de ninguna de las Conselleria que conforman la Generalitat.  

 
En todos estos informes, no se pone de manifiesto elemento obstativo 

alguno a la elaboración y aprobación de la norma proyectada. 

 
6. Se ha incorporado al expediente el informe preceptivo de la Abogacía 

de la Generalitat, de conformidad con los artículos 43.1, e) de la Ley del 
Consell, 165.1 de la Ley 1/2015, de 6 de febrero y 5.2, a) de la Ley de la 
Generalitat 10/2005, de 9 de diciembre, de asistencia jurídica a la 

Generalitat. Asimismo, consta informe sobre las observaciones recibidas de la 
Abogacía de la Generalitat con relación al proyecto de orden, emitido por la 

Dirección General de Prevención de Incendios Forestales, con fecha 23 de 
abril de 2026.  

 

En lo que se refiere al informe de la Abogacía de la Generalitat, debemos 
poner de manifiesto que éste se emitió en fecha 22 de abril de 2026, esto es, 
antes de que se hubiese cursado el trámite de audiencia pública. Hay que 

recordar que el artículo 43.1, e) de la Ley del Consell establece que “Con 
anterioridad a la aprobación definitiva del proyecto, éste deberá ser remitido a 
la subsecretaría del departamento, la cual solicitará el informe de la Abogacía 
General de la Generalitat”. Por tanto, el informe de la Abogacía no puede 

recabarse si no se ha cumplimentado antes el trámite de audiencia pública y 
emitido los correspondientes informes.  

 

Ahora bien, dado que, una vez efectuado el trámite de audiencia 
pública, no consta que se hayan formulado alegaciones y, por ende, no consta 
que el texto proyectado haya sufrido alteración alguna, la emisión de dicho 

informe en el momento procedimental apuntado constituye un mero defecto 
formal sin mayor repercusión.  

 
7. En último lugar, se ha incorporado al expediente un informe en el 

que se alude a la no preceptividad del informe de Intervención Delegada 

previsto en el artículo 165.1 de la Ley 1/2015, de 6 de febrero. Este 
documento, suscrito por el director general de Prevención de Incendios 

Forestales de fecha 15 de mayo de 2025, dice, entre otras cosas, lo siguiente:  
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“Tras consulta de la Intervención Delegada a Intervención General, se 

traslada este centro directivo la no preceptividad del informe de Intervención 
Delegada alegando que “no procede emitir informe de intervención Delegada, 
de acuerdo con los artículos 100.2 y 165 de la Ley 1/2015, de 6 de febrero, de 
Hacienda Pública, del Sector Público Instrumental y de Subvenciones”, tal y 
como se observa en los pantallazos que se aportan a continuación (…). 

 
Por todo lo anterior, no se remite informe de Intervención Delegada sobre 

el Proyecto de orden de la Vicepresidencia Tercera y Conselleria de Medio 
Ambiente, Infraestructuras, Territorio y de la Recuperación por la que se deroga 
la Orden 9/2022, de 21 de junio, de la Conselleria de Agricultura, Desarrollo 
Rural, Emergencia Climática y Transición Ecológica, por la cual se aprueban 
las bases reguladoras para la concesión de ayudas para el control de 
vegetación natural mediante aprovechamiento ganadero extensivo en zonas 
estratégicas ligadas a la prevención de incendios.”  

 

Cuarta.- Estructura y contenido  
 
El texto del proyecto de orden consta de una parte expositiva, una parte 

dispositiva integrada por un único precepto, una disposición adicional, una 
derogatoria, una transitoria y una final. A este respecto, se cumple con lo 

previsto en Título II del Decreto 24/2009, de 13 de febrero.  
 
 

Quinta.- Observaciones y sugerencias al proyecto de orden 
 

Esta Institución Consultiva, que es la última en informar, conforme a 
lo previsto en los artículos 2.4 de la Ley de la Generalitat Valenciana 10/1994, 
de creación de este Consell, y 5 del Decreto 37/2019, de 15 de marzo, del 

Consell, por el que se aprueba el Reglamento del Consell Jurídic Consultiu de 
la Comunitat Valenciana, examinado el texto del proyecto en su borrador final 
remitido, considera, en general, que presenta acomodo al ordenamiento 

jurídico positivo. Ello no obstante, la norma proyectada suscita las 
consideraciones siguientes: 

 
Al título  
 

El título del proyecto normativo ha transcrito de forma incompleta el 
nombre de la orden que deroga. Así, el título completo de la norma es “Orden 
9/2022, de 21 de junio, de la Conselleria de Agricultura, Desarrollo Rural, 

Emergencia Climática y Transición Ecológica, por la cual se aprueban las 
bases reguladoras para la concesión de ayudas para el control de vegetación 

natural mediante aprovechamiento ganadero extensivo en zonas estratégicas 
ligadas a la prevención de incendios forestales en la Comunitat Valenciana”. 
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Debe añadirse este último inciso al título de la norma proyectada. Esto resulta 
igualmente extensible al preámbulo y al artículo único del texto.  

 
A la fórmula de aprobación 

 
La fórmula de aprobación está compuesta de diversos elementos, y 

entre ellos la facultad de propuesta que corresponde a la persona titular de la 

Conselleria que insta la aprobación de la disposición que se elaboró en su 
departamento. Por tanto, este es el primer elemento que debe constar al 

principio de la redacción de la fórmula de aprobación, en el presente caso tras 
la locución adverbial “Así pues”.  

 

En la fórmula de aprobación se hace referencia a los títulos 
competenciales en los que se ampara el proyecto normativo. Sin embargo, 

nada se dice respecto a los informes preceptivos que se han incorporado al 
expediente, a excepción de la referencia al evacuado por la Abogacía. Debemos 
recordar que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13.2 del Decreto 

24/2009, de 13 de febrero, “la fórmula aprobatoria hará referencia a los 
informes preceptivos (…)”. Por ello, debe incluirse una alusión a todos ellos. 

En este sentido, y para evitar establecer una relación exhaustiva de cada uno 
de los informes preceptivos que se han tenido en cuenta en la elaboración de 
la norma proyectada, se sugiere la inclusión de la siguiente fórmula: “con 

todos los informes preceptivos solicitados”. 
  

Además, en el caso de aprobarse el proyecto de orden tendrá que 
utilizarse la fórmula legal que legalmente corresponda, bien “conforme con el 
Consell Jurídic Consultiu”, bien “oído el Consell Jurídic Consultiu”, según 

proceda, en aplicación del artículo 2.5 de la Ley de la Generalitat 10/1994, 
de 19 de diciembre, de creación del Consell Jurídic Consultiu de la Comunitat 
Valenciana.   

 
Sexta.- Cuestiones de técnica normativa y aspectos de redacción 

 
El centro directivo encargado de la elaboración y de la tramitación de 

este proyecto de orden, que fue la Dirección General de Prevención de 

Incendios Forestales, atendió el cumplimiento de los criterios de sistemática 
y de técnica normativa establecidos en los preceptos y en las reglas del 

Decreto del Consell 24/2009, de 13 de febrero.  
 
Y, en cuanto a la redacción del texto del proyecto normativo, se constata 

que ha sido bastante cuidadosa y atenta, utilizando un lenguaje 
administrativo moderno, inclusivo y sin aparente discriminación de género, 
lo que sin duda influye en la calidad de este proyecto de orden.  

 
Tras el examen del proyecto de orden, de la Vicepresidencia Tercera y 

Conselleria de Medio Ambiente, Infraestructuras, Territorio y de la 
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Recuperación, por la que se deroga la Orden 9/2022, de 21 de junio, de la 
Conselleria de Agricultura, Desarrollo Rural, Emergencia Climática y 

Transición Ecológica, por la cual se aprueban las bases reguladoras para la 
concesión de ayudas para el control de vegetación natural mediante 

aprovechamiento ganadero extensivo en zonas estratégicas ligadas a la 
prevención de incendios forestales,  este Consell Jurídic Consultiu estima que 
es conforme con el ordenamiento jurídico.  

 
 

III 
CONCLUSIÓN 

 

Por cuanto queda expuesto, el Pleno del Consell Jurídic Consultiu de la 
Comunitat Valenciana es del parecer: 
  

Que el proyecto de orden, de la Vicepresidencia Tercera y Conselleria de 
Medio Ambiente, Infraestructuras, Territorio y de la Recuperación, por la que 

se deroga la Orden 9/2022, de 21 de junio, de la Conselleria de Agricultura, 
Desarrollo Rural, Emergencia Climática y Transición Ecológica, por la cual se 
aprueban las bases reguladoras para la concesión de ayudas para el control 

de vegetación natural mediante aprovechamiento ganadero extensivo en 
zonas estratégicas ligadas a la prevención de incendios forestales, se ajusta 

al principio de legalidad y es conforme con el ordenamiento jurídico.  
 

 

 V.H., no obstante, resolverá lo procedente. 
 
 València, 20 de mayo de 2026 

 
       EL SECRETARIO GENERAL 

 
 
LA PRESIDENTA  

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 

HBLE. SR. VICEPRESIDENTE TERCERO Y CONSELLER DE MEDIO 
AMBIENTE, INFRAESTRUCTURAS, TERRITORIO Y DE LA RECUPERACIÓN 


